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de que el beneficiario contraiga matrimonio no es otra que
la presunción legal de que el menor o incapacitado que se
casa deja por este s610 hecho de encontrarse en la situación
de abandono que quiere paliar la pensión de orfandad, dado"
que una de las obligaciones que el matrimonio impone a
los cónyuges es el de la reciproca protección y ayuda a que
se refería el arto 56 del C.C. antes de la modificación intro­
ducida por la Ley 30/1981, de 7 de julio, al decir qUe los
cónyuges estaban obligados a socorrerse mutuamente, obli­
gación que persiste después de esa refonna al establecer el
arto 67 que "el marido y la mujer deben ... ayudarse mutua·
mente", pero esta presunción falla completamente en el caso
contémplado. pues si el actor, no obstante estar casado desde
hace años. vivía con su padre ~ausante de la pensi6n deba­
tida-. amparado exclusivamente por éste al haber sido aban­
donado por su mujer hace tiempo, según declara probado
el Magistrado a quo, la situaci6n de desamparo en que ha
quedado por la muerte de su padre no resulta inflQ.enciada
en ningún sentido por la existencia de un matrimonio en
base al cual. y a los exclusivos efectos de este pleito. no
puede decirse que la vida del marido sea distinta de la que
seria en estado de -soltero. al verse privado el actor de la
ayuda de su esposa tan necesaria dadas las mutilaciones que
presenta en ambas extremidades inferiores. en atenci6n a todo
lo cual debe confmnarse el fallo del Juzgador de Instancia
concediendo al demandante la prestaci6n de orfandad. ya
que al hacerlo asi se atuvo al espiritu y fmalidad de dicha
pensión. como dispone el arto 3.1 del C.C.al tratar de la
interpretación de las nonnas juridicas. ·Jo que obliga a la deses­
timación del recurso.»

En el caso del recurrente, éste tenia reconocida y venia percibiendo
pensión de orfandad desde 1965 por el falleci.m.iento de su padre debido
a su incapacidad permanente y absoluta. En 1982 contrajo matrimonio
y convivía Con su esposa y el INSS solicitó que se declarara la incom­
patibilidad de la pensi6n con el estado civil de casado. 10 que fue
aceptado en la via judicial. Yen este caso. el razonamiento del T.C.T.
fue el siguiente:

«Una de las' causas de extinción de la prestaci6n de orfan­
dad es la de adquirir estado matrimonial conforme al arto
21.1 c). de la Orden de 13 d(" febrero de 1967. sin más
condicionamiento y con entera abstracci6n de si cambió o
no la situación económica al contraer dicho estado. por lo
que no pueden admitirse ninguno de los dos motivos del
recurso que interpone· el beneficiario condenado contra la
Sentencia en que as! se declara, el primero. sobre revisión
de los hechos declarados probados, para adicionar. al amparo
del án.. 152,2 de la Ley de Procedimiento Laboral. que la
esposa del recurrente no percibe rentas. ni posee bienes de
ninguna clase. por ser intrascendente, y el segundo. sobre
denuncia de aplicación indebida de la mencionada regla. por

Sala Primera. Sentencia 141//992. de 13 de octubre.
Recurso de amparo 435/1989. Contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Madrid. desestimatoria del recurso
de apelación interpuesto frente a la Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. J de Toledo. recaida en autos
de menor cuantfa. Supuesta vulneración de los derechos
a la tutelajudicialefectiva yola utilización de los medios
de prueba pertinentes.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Miguel Rodriguez-Piñero y BravcrFerrer. Presidente: don Fernando Gar­
cía-Mon y González-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vicente Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Cruz Villalón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 435/1989, interpuesto por el Pro­
curador de los Tribunales don Gonzalo Reyes Martin Palactn. en nombre
y representación de la CorrroaiUa mercantil «Carnes y Despieces, Socie­
dad Anónima». uiltido def Letrado don Juan Pérez A1mazán, contra
Sentencia dietada por la Sección Octava de la Audiencia Provincial
de Madrid de fecha 1 de febrero de 1989, desestimatoria del recurso
de apelación 485/1987. interpuesto contra la Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia nUmo 1 de Toledo. recaida en autos de juicio

la razón de su analizado contenido literal. que debe operar
tan pronto se produzca. a lo que no debe obstar que el legis­
lador no exija como requisito previo para su reconocimiento
la condición de ser soltero. ya que una cosa son los requisitos
para que nazca la pensi6n y 'Otras las causas que operan
su extinción. que no tiene por qué reflejarse de modo inverso
entre aquéllos.lI

Así, pues, existe una diferencia fáctica notable entre los casos con­
frontados: En uno de ellos, una persona ya casada, pero separada,
obtiene una pensión de orfandad; en otro. una persona que contrae
matrimonio pierde la pensión de orfandad que venia percibiendo. Ade­
más, el T.C.T. ha razonado expresamente que «una cosa son los requi·
sitos para que nazca la pensión y otra las causas que operan su extinción,
que no tiene por qué reflejarse de modo inverso entre aquéllos». Cla·
ramente se ve que el problema no es que el T.C.T. haya fallado de
modo diverso dos casos sustancialmente idénticos. Tampoco se trata
de un caso en el que se podrta haber operado por analogía, puesto
que no hay laguna legal. Lo que el recurrente pretende no es ni siquiera
que se le aplique la misma doctrina jurisprudencial. Cabalmente. la
queja del recurrente se centra en que el T.C.T. no le haya aplicado
los mismos elementos interpretativos que utilizó en el otro caso, es
decir, que no haya entendido que la misma ratio que le condujo a
admitir que un casado no conviviente con su esposa. sino con su
padre, podía «adquirir» el derecho a percibir una pensión de orfandad,
debe igualmente conducir a entender que un casado conviviente con
su esposa no pueda «mantener» o no perder la pensión que ya tenía,

El derecho reconocido en el art. 14· e.E. no impone al órganc
judicial esta aplicaci6n extensiva de una fundamentación de una decisión
singular, y que en la propia motivación se razona en virtud de la!
caraeterlsticas muy particulares del caso concreto.

En conclusi6n. no pudiendo predicarse de los supuestos comparadm
la necesaria identidad. no ha podido producirse discriminaci6n algum
y no se ha vulnerado el principio de igualdad en la aplicaci6n d(
la Ley.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, PO}
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONS'TITUctON DE LA NAClON ESPA
"OLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estadoll.

Dada en Madrid, a trece de octubre de mil novecientos novent
y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo--Ferrer.-Femando Garcia-MOI
y González-Regueral.--earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimen(
Sendra.-RafaeI de Mendizábal Allende.-Pedro Cmz VillaI6n.-Firmad<
y rubricado.

de menor cuantia num. 71/1985. Ha comparecido el Ministerio-Fiscal
y ha sido Ponente don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa e
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito que fue presentado en el Juzpdo de Guardia (;.
día 9 de marzo de 1989, el Procurador de los Tribunales don Gonzal,
Reyes Martín Palacín, en nombre y representación de la Compañi
mercantil «Carnes y Despieces. Sociedad Anónima_. interpuso recurs,
de amparo contra la Sentencia dietada· por la· Sección Octava de I
Audiencia Provincial de Madrid en fecha 2 de febrero de 1989. desel
timatoria del recurso de apelaci6n nÚIn. 4&5/1987. interpuesto contr
Sentencia del Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Toledo, recaid
en los autos de juicio de menor cuantianÚDl. 71/1985. instado pe
la recurrente contra don Luis García Alvarado y don Domingo Nava:

2. Los hechos en que se basa la demanda de amparo -segú
se expone en la misma- son, en sintesis los siguientes:

A) La recurrente fonnul6 demanda de juicio declarativo de mene
cuantia contra don Luis García Alvarado y don Domingo Navas e
reclamaci6n de 2.890.337 pesetas. importe de la mercancla entregad
al primero de ellos. en su condición de comisionista mercantil, par
ser entregada al segundo. supuesto comprador desconocido por la vel;
dedora. Entre otros documentos que acreditaban la deuda, se acon .
pañaban a la demanda contrato de comisión mOlClUltll suscrito pe
el demandado don Luis Garcia Alvarado. refrendado con tres fnma·
y por el que se obligaba a asumir .Ios riesgos del numerario. de 1<' '
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·mercaderias y, en definitiva, del buen fm de las operaciones que con-
. ,tratase, haciendo frente. como deudor solidario de los clientes. a los

impagados que pudieran producirse. También se acompañaba copia
jet contrato de mandato y transporte i¡uaJmente suscrito por el señor
Garcia Alvarado para realizar directamente el transporte de las mer-

· ::ancias de las que se hacia cargo, que refrenda con cinco firmas.
B) La demanda comspondió al JUZlado de Primera Instancia

nUmo 1 de Toledo. autos nUm. 71/1985. oponiéndose a la misma el
· ¡enor García Alvarado y siendo declarado en rebeldia el otro deman·

:lado. La prueba esencial necesaria para acreditar la responsabilidad
:lel comisionista señor Garcia Alvarado era el reconocimiento por éste
:le las firmas que ftgUfaban en los contratos mencionados.. para 10
:ual la aetara solicitó en periodo hábU de proposición de prueba: con­
'esión judicial oportuna y. subsidiariamente. por si negaba las firmas.
:>oricial cali¡ráfica. Por providencia de fecha 27 de octubre de 19-86
oe admite la prueba de confesión y se tiene propuesta con carácter

· ,úbsidiario la prueba pericial cali¡ráfica.
C) Dado que eldemandado señor Garcia Alvarado tenia su domi·

:illo en Leganes la confesión judicial debió celebrarse por exhorto
11 Juzgado ~ano de Madrid. Este a su vez lo remitió al de Leganes.
:orrespondiendo su tramitación al núm. 1 de dicha localidad. que señaló

· >ara la práctica de la confesión el .19 de enero de 1987. Entre tanto.
11 tanscurrir el tbnnino lesal para la prueba. el Juzgado de Primera
nstancia núm. 1 de Toledo. mediante providencia de 19 de noviembre

· le 1986. oh:ienó unir a los 'autos las pruebas practicadas y ponerlas
le manifiesto a las partes a los efecto. del arto 101 de la L.E.C. Dado
lue había sido imposible celebrar la necesaria confesión judicial por
11 Juzgado de Lepn4Js exhortado. sin que la solicitud de prórroga
:xtraordinaria del periodo probatorio solucionara nada, puesto que esta·
lB señalada para dos meses después (el 19 de enero). se; cursó escrito
11 Juzgado con fecha 21 de noviembre, dentro del término de diez
1Ias del arto 701 L.E.C.• solicitando la celebración de vista con objeto
le ganar fechas para tratar de contar con la repetida confesión judicial
tel demandado o. en cualquier caso. exponer en dicho acto la impo­
ibilidad de su celebración anterior. con el ruego al Juzgado de su
detica en diJ.jgencia para mejor proveer. El escrito que aparece en
11 actuaciones fue en su momento traspapelado en Secretaria, quedando
tOr dicho motivo sin proveer' en la fecha de su presentación. 21 de
'oviembre de .1986~

D) La confesi6n judicial de don Luis Garcia Alvarado señalada
tOr el Juzgado exhortado para el 19 de enero, dos meses después
e haber concluido el periodo probatorio. no se celebró al haberse
ealizado la citación por telearama cuya recepción no aparecia devuelta.
11 Letrado de la recummte intervino personalmente para que el Juzgado
e Legan6s seilalilra otra fecha próXIma con citación directa mediante
oliente judicial. y al no comparecer el demandado se solicitó la segunda
itaci6n. con apercibimiento de ser tenido por confeso. Después de
n nuevo fracaso en la citación tele¡r8fica se practicó al fm la prueba
I 11 de marzo. casi cuatro meses después de cerrado el periodo
robBtOriO.

cEI demandado absolvió tasposiclones en el sentido de negar las
nnBS que en su dia estampe) en el contrato mercantil y de transporte.
sabiendas de que el tiempo jupba a su favor. Por ello resultaba

ecesaria la prueba pedcial call¡riflca a solicitar en la vista oral para
'ue el Juz¡ado tuviera a bien acordarla para mejor proveer. lo que
00 toda premura se .solicitó mediante escrito de 16 de marzo.•

E) cEhtre tanto e11uez de Primera Instancia núm. l. de Toledo,
.esconociendo la petición de vista fonnulada en su' momento y acha·
lOdo la falta de Incorporaci6n de las pruebas (palabras del propio
lez en su escrtto do aclaración de Sentencia) a un supuesto posible
1verso multado de dichas pruebas. se nevó los autos a su casa para
oner Sentencia, lo que realizó en fecha 23 de marzo de 1987. dese,.
mando la· demanda. al descOnocer el resultado de la prueba de con­
:si6n cuya préetical¡noraba. al tiempo que desconocia también la
)licitud' de vista formulada el 21 de noviembre de 1986. extraviada
1 Secretaria. Dado que el fano para nada aludia a estas dos últimas
rcunstancias. el 26 de marzo de 1987. dia siguiente a la notificación.
~. cursó escrito al Juzpdo soUci'cando aclaración de la Sentencia. con·
lnne al arto 363 L.E.C. En respuesta al mismo el Juzgado dicto Auto
1 esa misma fecha .en el Que pueden comprobarse los siguientes reco-

· ximientos de la situaci6n creada:

"a) En aquella tpoca. el Juez se encargaba de los dos Juzgados
~ Toledo. 10 que jultifica en parte la desconexión entre su persona
las dos Secretarias.

b) Solicitó en Secretaria autos que estuvieran concluidos para
>ner Sentencia.

e) ManifleIta que el exhorto de cor.fesi6n de la parte demandada
) habia retonlado.· achacánaolo el proveyente a inactividad de parte
>r su posible resultado adverso (véase que reconoce que supuso, no
le comprobó. la !lUpueJIa im.:tividad).

d) Lueao comprobó que hablan retomado el exhorto. pero ya
.a tarde. reconocimiento que no los tuvo en cuenta a la hora de
)ner Sentencia por desconocimiento de su existencia

e) El exhorto Y el escrito solicitando vista pasaron inadvertidos
l Secretaria. Trata de justificar a la Secretaría en base a suponer

que no se presentaron en plazo, pero la prueba de su extravío en
Secretaria, es que el escrito en cuestión. que obra en el foUo 160•
no aparece sellado ni proveido en otra fecha. lo que evidencia la fecha
del mismo del 21 de noviembre.

O Finalmente.· declara que no siendo propósito dejar indefensa
en la segunda instancia a los actores, se procede a la presente
aclaración. "»

F) Con objeto de subsanar errores y omisiones que impidieron
en primera instancia la valoración de la prueba fimdamental de la
pretensión. actor&, la demandante interpuso recurso de apelación ante
la Audiencia Territorial de Madrid. anunciando ante el Juzgado de
Toledo la procedencia de la nuUdad de actuaciones desde el momento
anterior a la Sentencia Ante la Audiencia. mediante escrito de 15
de junio de 1988, se solicitó. para subsanar la omisión de las pruebas
ya señaladas, la recepción de los autos a prueba dentro de los seis
dlas a que se refiere el art 707. en relación con el 705 L.E.C.• por
concurrir el supuesto previsto en el art. 862.2 de la misma, al no
haberse podido practicar en primera instancia por causa no imputable
al recurrente las pruebas acordadas por el Juzgado.

La Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial (hoy Sección
Octava de la Audiencia Provincial) no accedió al recibimiento a prueba,
citando en su apoyo unos folios de las actuaciones que a juicio de
la parte acreditaban precisamente su procedencia. Por ello se interpuso
recurso de súplica en el que se hacia .protesta por la indefensión causada
y la vulneraci6n del derecho constitucional a la tutela judicial efectiva,
que tras el fallo fmal que se recurre motiva el recurso de amparo,
«no por cuestión de fondo en el que no se ha podido entrar, sino
por no poder acreditar la pretensión por negación de la prueba
necesaria•.

Con base en los anteriores hechos la demandante de amparo suplica
de este Tribunal se diete Sentencia por la que se declare la nulidad
de la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia nÚM. 1 de Toledo
y de las resoluciones posteriores del mismo y de la Audiencia Provincial.
Sección Octava. en apelación. o, en su defecto. la nulidad del Auto
de ese Tribunal de fecha 9 de julio de 1988. que denegó el recibimiento
a prueba en segunda instancia, asi como la de todas las resoluciones
posteriores. es decir. la nulidad del Auto de 27 de septiembre de 1988
Y de la ·Sentencia fmal que se impugna. reconociendo expresamente
el derecho de la recurrente a que se practi9tDe la prueba de confesión
y pericial caligráfica interesadas en el procedimiento. cen que se celebró
la primera, pero sin proveer su uni6n a los autos, y se tuVO por solicitada
con carácter subsidiario la segundtu.

Alega la actora la vulneraci6n del art. 24.1 y 2 de la Constitución
Española, en cuanto consagra los derechos a la tutela judicial efectiva
sin indc::fensión y a un proceso con todas las garantias. argumentando
que. al no haberse podido practicar antes de los cuatro meses. es
decir, ampliamente sobrepasado en ttrmino leplla prueba de confesión
judicial, que debió realizarse mediante exhono. y desconociendo. por
eUo. su resultado el Juzgado -de Primera Instancia en el momento de
dictar su Sentencia. procedia su préetica asi como de la pericial sub­
sidiariamente propuesta, en la segunda instancia. como se solicitó opor­
tunamente de acuerdo con los arts. 707. en relación con el 705 y
862.2.°. todo ellos de la L.E.C..: y al no haberse pronunciado en este
sentido la Audiencia, se ha producido la wlneraci6n del art. 24.1 C.E.
que consagra el derecho a la tutela judicial efectiva de los Jueces y
Tribunales en el ejercicio de derechos e intereses legitimas. sin que.
en ningún caso. pueda producirse indefensi6n.

3. Por providencia de 17 de abrtl de 1989. la Sección Segunda
(Sala Primera) de este Tribunal acuerda admitir la demanda de amparo
formulada y a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional. requerir ate~tamente a la Sección Octava
de la Audiencia Provincial de Madrid y al Juzpdo de Primera Instancia
núm. 1 de Toledo. para que en el plazo de diez dias remitan. res·
peetivamente. testimonio del recurso de apelaciOn núm. 485/1987 y
los autós de menor cuantía núm. 71/1985. int«esándose al propio
tiempo se emplace a quienes fueron parte en el mencionado proce·
dimientb, con excepción del recurrente. para que en el plazo de diez
dias puedan comparecer en este proceso constitucional.

4. Por providencia de 9 de octubre de 1989. la Sección acuerda
tener por recibidas las actuaciones judk:iales remitidas y en virtud de
lo dispuesto en el arto 52 de la Ley QrPnica del Tribunal Constitucional,
dar vista de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a la representación
del recurrente. a fm de que, en el plazo de veinte dias, fonnulen las
alegaciones que estimen pertinentes.

5. Con fecha 19 de octubre de 1989 se recibe el escrito de ale­
gaciones del Ministerio Fiscal. En 6L tras dar por reproducidos los
hechos que constan en la demanda de amparo y los autos judiciales
unidos al proceso constitucional. analiza el Ministerio Público la cues·
ti6n de fondo planteada por el recurrente en amparo. que puede resu·
mirse en la siguiente queja: el Tribunal de ape1Bci6n.al denegar el
recibimiento a prueba del juicio. por aplicaclón del arto 862.2,° de
la L.E.C.. y el Juzgado de instancia, al no proveef> a la solicitud de
la parte de seña1m: día para la celebración de la vista en los autos,
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vulneran el arto 24.1 y 2 de la C.E.. producen indefensión e impiden
el ejercicio del derecho a la prueba. porque no se pennite, en fm,
al apelante en ese recurso practicar pruebas admitidas en la instancia
pero no tenidas en cuenta por el Juez por causa no imputable a la
parte, la prueba de confesión -continúa la aetora- aportada antes
de que el Juez dí,tara Sentencia en primera instancia. no fue tenida
en cuenta al traspapelarse en la Secretaria del Juzgado sin culpa de
la recurrente y por ello se solicitó el recibimiento a prueba en la segunda
instancia, autorizado por la ley en este supuesto, por lo que su-denegación
sin fundamento produce indefensión. Pues bien, el problema cons­
titucional se reduce -aflnna el Ministerio FiscaJ- a examinar si la
respuesta de la Audiencia que deniega e) recibimiento a prueba solicitado
por el apelante vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva y produce
la indefensión de la recurrente. privándole de su derecho a la prueba.
A este respecto ha de recordarse la doctrina de este Tribunal, relativa
a que la existencia de indefensión no puede aceptarse en vía cons·
titucional cuando la situación la ha provocado precisamente el
que invoca esa violación y, asimismo. que. como se señaló en el
ATC 62l/J986, la apreciación de los requisitos legalmente previstos
en orden al recibimiento a prueba. y entre ellos la de ser imputable
al solicitante la falta de práctica de la admitida en primera instancia,
corresponde al órgano judicial que COnoce del proceso, sin per;juicio
de las facultades de este Tribunal en supuesto de denegación arbitraria
o irrazonable. En el caso 'concreto ahora planteado, la actora solicitó
en segunda instancia el recibimiento a prueba para que la confesión
judicial y la prueba pericial caligráfica, admitidas ambas, practicada
la primera en la instaJ:J.cia y no practicada la segunda, fueran, res·
pectivamente, tenida en cuenta una -la confesión- al no haberlo sido
en la instancia por causa no imputable a la parte, y practicada. la
otra -principal caligráfica- dado el resultado negativo de la primera.
El Tribunal deniega este recibimiento a prueba pretendido, porque la
confesi6n judicial no se presentó dentro del plazo legal, esto es, por
causa de la inactividad de la parte, fundando dicha negativa en el
examen y estudio del correspondiente trámite procesal y especificando
los folios que acreditan tal inactividad que constituye el supuesto del
arto 862.2.° de la L.E.C. Por contra, la recurrente mantiene que el
21 de noviembre de 1986 presentó en el Juzgado un escrito solicitando
la celebración de la vista, peró dicho escrito aparece en los autos
con posterioridad, de la Sentencia de instancia, sin que conste en el
documento diligencia del Secretario que acredite la fecha de su pre·
sentación; también alega la actora que el exhorto cumplimentado que
contenia la prueba de confesión se presentó en fecha anterior éi. ::¡
Sentencia, pero este escrito tampoco lleva nota o diligencia del Juzgado
y aparece en los autos a continuación de) escrito de petici6n de cele~

bracion de vista, y ambos con posterioridad a la Sentencia. Asi pues.
añade el Ministerio Fiscal, la actora intenta, sin fundamento fehaciente
y acreditado, destroir las resoluciones judiciales (Auto denegatorio del
recibimiento a prueba, Auto desestimando la súplica y Sentencia con·
flrmando la apelada), 10 que no es factible porque estas resoluciones
hacen un examen a fondo de la tramitación del proceso, estudian uno
a uno los documentos unidos a los autos, asi como la actividad desarro­
llada por la aetara para la efectividad de la práctica de las pruebas,
y concluyen de forma racional y no arbitraria que los escritos se pre­
sentaron fuera del plazo procesal oportuno, siendo esta presentación
extemporánea debida a falta de actividad de la parte, lo que impidió
que el órgano judicial tuviera en cuenta la prueba al no haUarse en
su poder. La falta de presentación en tiempo, es pues imputable a
la parte en base a los hechos acreditados en el proceso y no contadichos
por la recurrente. El Tribunal, por otro lado, ha examinado, como
le corresponde, el cumplimiento de los requisitos exilidos por
el art 862 de la L.E.C., respecto de la procedencia del recibimiento
a prueba y de manera racional, fundada en Derecho. ha concluido
que la prueba no fue considerada por el Juez de instancia porque
se presentó. fuera de plazo, lo que supone una inactividad imputable
a laactora y. no al orpno judicial. Este razonamiento y conclusión
se reitera en todas las resoluciones judiciales y cada una de ellas aguye
en el sentido mencionado con una argumentación sólida, que el actor
no contradice con hechos debidamente acreditados. De otra parte.
concluye el Ministerio Fiscal, es necesario hacer notar que la violación
constitucional alegada se comete en el momento en que se deniega
a la actora el recibimiento a prueba, y suplicado este Auto. se mantiene
la negativa. por lo que la recurrente· debió acudir en ese momento
al Tribunal Constitucional deduciendo el correspondiente recurso de
amparo, al habeme llJOtado la via judicial respecto al acto procesal
de la Sala. Esta falta supone la posible apreciación de la causa de
inadmisión -ahora causa de desestimaci6n- del arto 44.2 de la LOTe.
Por todo ello, el Ministerio Fiscal solicita la desestimación del recurso
deamparQ.

6. Con fecha 4 de noviembre de 1989 se recibe el escrito de
alegaciones fonnuladas por la representaci6n de la demandante de
amparo. En ellas al. que el examen de las ,actuaciones judiciales
remitidas corrobora 1ntegramente lo expUesto en el escrito de demanda
que se da por reproducido. No obstante, destaca la acuna detenninadas
circunstancias de dichos procesos qUe, a sujuicio, impidieron el derecho
a la tutela judicial efectiva y la produjeron indefensión. Asi, en cuanto

a lo aetuado en primera instancia. señala que las pruebas de confesión
judicial y pericial caligráfica sub,idiaria fueron propuestas por dicha
parte y admitidas por el Juzgado y la prueba de la confesión hubo
de realizarse mediante exhorto en Leganés requiriendo cuatro citaciones
para su práctica, por lo que )a devolución del exhorto se produjo a
los cuatro meses; en previsión de dicha tardanza se presentó escrito
en fecha 21 de noviembre de 1986 y dentro del término del arto 702
de la L.E.C. siendo extraviado temporalmente en Secretaria. Asimismo
se constata por la aclaración de la Sentencia. que el Juez a quo no
tuvo en cuenta al poner Sentencia ni el exhorto, ni el escrito solicitando
vista, y que cuando advirtió el error -de imputar su inexistencia a
la inactividad de la parte y no al extravio del escrito- la Sentencia
ya estaba notificada a las partes, pero el juzgador dejó patente su
intenciÓn de no dejar indefensa en la segunda instancia a la actora.
Con relación a esta segunda instancia ~ontinúa la recurrente- se
solicitó por la parte, en plazo, el recibimiento a prueba de la causa
para subsanar la omisión de las acordadas y no prácticadas en la primen
y la Sala lo rechazó injustificadamente.. ralificando la decisi6n tra!
el pertinente recurso de súplica. por )0 que produjo indefensión a b3
parte, vulnerando el derecho fundamental a obtener tutela judicial efec­
tiva. En virtud de todo ello, la actora reitera la súplica de su escritc
de demanda solicitando el otorgamiento del amparo.

7. Por providencia de fecha 21 de septiembre de 1992 se acordé
señalar para la deliberaci6n y votación de esta Sentencia el dla 2~
sjguiente. iniciándose en dicha fecha y dándose por fmalizada en e:
dia de hoy.

II. Fundamentos Jurídicos

1. La primera cuestión a dilucidar en el presente recurso de ampar(·
es la atinente a la eventual causa de inadmisi6n del recurso ~Ul

ahora obviamente habría de convertine en motivo de desestimaciór
del mismo- indicada por el Ministerio Fiscal en el trámite de alegacione:
correspondiente al presente proceso constitucional. La necesidad de
analizar con carácter previo esta cuestión resulta evidente. pues sóh
su desestimación justificarla un análisis del fondo de la queja plantead!
por la recurrente.

Señala en tal sentido el Ministerio Público que, al fundamenta
la actora su pretensión de amparo en la vulneración· constituciona
que aflfYIla producida por la denegAción del recibimiento a prueb<
del juicio en segunda instancia. el recurso es extemporáneo e incuen·
en la causa de inadmisión prevista en el art. 44.2 de la Ley OrgániCl
de este Tribunal Constitucional y ello porque dicha lesión sólo pude
ser directamente causada por las resolUCiones del Tribunal de apelacióJ
que decidieron sobre tal extremo, y estas son anteriores y diferente
a la Sentencia contra la que se dirige el reeuno de amparo; conere
tamente, los Autos de fechas 9 de julio de 1988 y 27 de septiembt"l
de 1988. por medio de los cuales la Sala desestimóla solicitud dt
reclbimiento a prueba instada por la actual recurrente y confItmó dichi
decisjón denegando la súplica formulada por la parte, respectivamente:

Sin embargo, la anterior causa de inadmisión ha de desestimarse
porque, si bien es cierto que la cuestión referente a la procedenci¡"
del recibimiento a prueba en segunda instancia fue objeto de decisiól
en los dos Autos a que alude el Ministerio Público, no )0 es meno.
que la misma se encontraba estrechamente vinculada a otra, que com
titula objeto esencial y fondo del recurso de 'apelación a decidir ultt:
riormente en la Sentencia, esto es. a la nulidad. de actuaciones solicltad.
por el apelante y que éste fundamentaba procilamente en la defectuos .
práctica y valoraci6n de prueba en la primera instancia Y sunecesarL
realización en la segunda. Resulta, pues, razonable entender que (.
recurrente esperase, antes de acudir en amparo ante este Tribuna'
a que la Sala se pronunciase en Sentencia sobre la segunda cueStiÓl
señalada -fondo del recurso de apelació&- para iniciar posteriorment
este proceso, cuya queja de indefensión se asienta JauaImente en )0
dos extremos y no en uno de ellos; todo 10 cual impide considera
extemporáneo el presente recurso, y conlleva. ,la necesaria desest
maci6n de la causa de inadmisión alepda por el Ministerio Fisca

2. Descartado el anterior motivo de inadmilión, ha de examinars _.
el fondo de la pretensión de amparo,-cuyo objeto flMIlcia1lo constituy
la queja por indefensión. falta de garantlas en el proceso y vulneració
del derecho a la utiliZación de los medios de prueba, que el aete
reprocha a las sucesivas resoluciones reea1du en IIIUOda instanci
-Autos de 9 de julio y de 27 de septiembre' de 1988 y Sentenci
de 1 de febrero de 1989- por haber donCllllldo las mismas. tanto 1
recibimiento del pleito a prueba como la nulidad. de ·10 actuado e
primera instancia, extremos, ambos, solicitados por el apelante a trav~

del mencionado recurso de apelación. El precUo, por tanto, analiz.a
el fundamento de esas resoluciones judlci8les ea virtud de las cuaJe_ '
se desestimaron las dos pretensiones eseacitIe:t del aetor~ pues, aunqu" .
constituye doctrina reiterada de este 1itbuDaI ..... que señala qu
la interpretación y aplicación razonada de la ....., es función qu,',
corresponde a los órganos de lajurisdicción ordiftatia. que este Tribun¡·-'.
no puede sustituir o corregir como si de una D11eYa instancia judic¡¡:~

se tratase. no ha de olvidarse tampoco que la YD1neraci6n de derechc~'
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:'·fundamentales como los ahora invocados por el rccl.UTente es susceptible
· 'de protección en via de' amparo cuando las resoluciones judiciales,
: dictadas en el ejercicio de aquella función. resulten arbitrarias o infun·
dadas por efectuar una ínterpretaéi6n o aplicación de la legalidad carente
en absoluto de razón o motivación jurídica.

3. Como ya se seftaló anterionnentc.las dos pretensiones del actor,
o actuadas a través del recurso de apelación. se encontraban estrechamente
relacionadas. puesto que la petición de nulidad de lo actuado en la
in~tancla -fondo del recurso-, tenia por fundamento la falta' de valo­
ración de una de las pruebas practicadas -la de confesión judicial­

, y la falta de prtctica de otra -la pericial caligrátlca subsidiarla- que,
· -a su vez, constituian la base de la segunda petición. a saber. el necesario
recibimiento del pleito a prueba en sepmda instancia. por concurrir
el supuesto previsto en el art. 862.2.° de la L.E.C.: esto es. no ha~rse

'. 'practicado esas pruebas en la instancia, por causa no imputable al
recurrente. Pues bien. el órgano judicial ad quem ~n este supuesto

. la Audiencia Provincial de Madrid- decidió sobre ambas pretensioness
· iel actor y lo hizo a través de resoluciones cuyo fundamento no puede
· :onsiderarse irrazonable o arbitrario en el sentido apuntado.

En primer lugar. y centrándonos en la cuesti6n referente al reci·
:Jinúento a prueba del jUicio en segunda instancia. consideró-la Sala
m los Autos de fechas 9 de juDo y 27 de septiembre de 1988, Y
"1espu~ en la Sentencia de 1 de febrero de 1989. que no coneurria
'. ~I supuesto previsto en el art. 862.2.° de la L.E.C., sino que. por

..:1 contrario. la falta de préctica de la proeba en primera instancia
. - .• ;e habia debido únicamente a la falta <!e dillpncla de la parte. Esta

notivación no puede considerarse irrazonable ni carente de fundamento
.e¡aI si se examina el precepto apUcado y la realidad de lo actuado
m la causa. porque. en efecto. el arto 862.2.° sólo pennite ~I recibimiento
lel juicio a prueba en se¡unda instancia cuando la misma no se hubiese
)racticado en la primera por causa no imputable a la parte.

o En el presente su{'Ucsto. dos fueron los medios de prueba propuestos
· lOr el actor en la mstaneia: confesión judicial y pericial caligráfica

Xln carácter subsidiario (además de la prueba documental unida a
as actuaciones y que no aparece cuestionada). Ahora bien. con total
ndependencia del plazo y forma en que se practicase la prueba de
:onfesión Judicial -extremo sobre el que se volverá posterionnent~
.$ lo cierto que el examen de los autos pennite constatar otro extremo
:sencial: que tal prueba 51 se practicó. absolviéndose las' posiciones
:orrespondientes. aunque el resultado fuera neptivo. según resulta de
IS actuaciones. Por tanto. y a los efectos que se examinan. esto es.
,n el sentido que establece el tan repetido art. 862.2.° de la L.E.C.•
l confesión judicial no podla considerarse como prueba no practicada
n la primera instancia. por lo que la denegación de su práctica por
¡ 8ala. en la sesunda instancia, resulta razonable a tenor del citado
lrecepto procesal y la a1epda falta de valoraci9n de la misma. intras-­
endente a efectos de indefensión. dado su resultado.' Ello traslada
¡ cuestión a la Verdadera pretensión del apelante. que no podia ser.
•bviamente, la práctica o la valoración -ni en primera instancia ni
n seaunda- de una pmeb8 que no acreditaba los extremos que a
raYés de ella se pretendlan demostrar. sino la práctlca de la otra prueba
·pericial caligráfica- soUcitada inicialmente con carácter subsidiario.
sto es, para el supuesto de que la primera diese resultado negativo
que no se practicó durante la tramitación del proceso en primera

lstancia.
Mu, para que esa prueba pericial subsidiaria fUe'se procedente en

L sepas. instancia -a tenor de lo dispuesto en el tan repe~
do art. 862.2.0 de la L.E.C.-. seria necesario que en la primera instancia
queua prueba no so hubiese practicado y además por causa~o motivo
o imputable a la parte.' La Sala estima que no concurre este último
'Quisito y 01 este razonamiento el que no puede considerarse infundado.
la vista de·.lo actuado. AsL retomando el extremo relativo a la fonna
plazo de práQtica de prueba' propuesta. de lo actuado se deduce

ue la prueba pericial -cuyo carácter subsidiario fue libremente pro­
uesto por la~ sólo con tal caricter fue admitida por el Juez­
o pudo practicane-dentro del periodo ae prueba. precisamente porque
l resultado de la confttsión judicial. del que dependia su práctica,

Sala Primera. Sentencia 142/1992. de 13 de octubre.
Recurso de amparo 527/1989. Junta de Extremadura con·

. tra A.ut03 de la A.udlencia Territorial de Cáceres. dictados
en ac/tJl'tlcl6n de Sentencia desestimaroria de recurso con­
tencloso-admlnlstratlvo frente a la desestimaci6n presunta
de la peticl6n dirigida a dicha Junta por diversos fun­
cIoruU101 a fin de que se les integrase en la Lícala Admi­
nlstrar/N rk O,.anlsmos Autónomos. Vulneracl6n del dere.
~h(} a la IUrela judicial efectiva: ModifIcación sustancial
indebida áe Sent~ncia flrme.

La Sala PriIIIIta del Tribunai Constitucional. compuesta por don
Ugue1~ero y Bravo-Ferrer¡ Presidente; don Fernando Gaf­
a-Mon y GonzéJez-Regueral. don Carlos de la Vega Benayas, don

no fue conocido hasta la devolución del correspondiente exhorto a
través del cual se realizó, y esa devoluci6n del exhorto tuvo lugar
transcurrido ampliamente el periodo de prueba. varios meses después
y cuando el juzgador se encontraba ya dictando Sentencia Por tanto,
sólo puede imputarse la falta de prédica de prueba pericial caligráfica
en la instancia a la actuación de la propia parte actora que, proponiendo
dicha prueba con carácter subsidiario, conociendo asimismo la necesaria
realización de la confesión ~e cuyo resultado dependía- mediante
exhorto y el transcurso del ténnino de prueba durante el cumplimiento
y devolución de este último. primero propuso aquella con carácter
subsidiario y después devolVió el despacho correspondiente a la con·
fesión cuando ya la otra prueba no podla practicarse dentro de ténnmo.
Por todo ello. ha de concluirse que, conforme razona la Audiencia
en sus resoluciones. si la prueba pericial no se practicó en la instancia
sólo a la actuación de la parte fue debido y. en consecuencia. resulta
razonable su consideración do que no concurría el supuesto pretendido
-art. 862.2.°- porque el motivo de la falta de práctica de prueba
en la instancia era imputable a la propia parte.

4. Respecto de la segunda cuestión señalada. esto es. la denegación
de la nulidad de actuaciones solicitada pro el apelante. también en
este extremo ha de considerarse razonable la motivación de la Sala'
que, tras poner de manifiesto la vinculación existente entre tal extremo
y la cuestión relativa a la práctica de prueba en la causa. desestima
la pretendida nulidad por considerar que no se produjo ninguna irre­
gularidad procesal causante de indefensión en la misma. sino tan s610
el reSultado de una determinada actuación de la parte en orden a
la práctica de la prueba

Asi. pues. ha de concluirse que ninguno de' los derechos funda·
mentales en qUe se sustenta la presente queja han resultado vulnerados
en este supuesto pues. por lo que respecta a la alegada falta de tutela
judicial. el Tribunal ha dado una respuesta jurtdicamente fundada y
razonable a las pretensiones del recurrente, con independencia de que
su sentido no fuese compartido por el mismo. y en lo referente a
la pretendida lesión del derecho a la utilización de las pruebas. la
denegación de las solicitadas en segunda instancia se justifica por el
órgano judicial en función de la propia inactividad de la parte. lo
que. conforme a la doctrina de este Tribunal. excluye toda relevancia
constitucional en la queja de indefensi6n por tal motivo. Baste recordar
al respecto ·10 que ya se dijera en la STC- 16711988, esto es. que
no cabe hablar de indefensi6n cuando la propia parte ha contribuido
a ella, en el supuesto de que exista, naturalmente. Para que ésta se
dé. en efecto. habria que reprocharla al Juez: o Tribunal. bien porque
se hubiese inadmitido una prueba do intetés relevante para la decisi6n.
sin justificar su recha2:o de modo razonable. es decir. arbitrariamente.
bien porque la práctica de la diligencia de prueba no se realizara por
actos directilmente imputables al órgano judicial. Ninguno de los dos
supuestos concurren en el presente caso. confonne se ha expuesto
anteriormente. todo lo cual hace procedente la desestimación del amparo
que se pide.

FALLO

En atenci6n a lo expuesto, el Tribúnal ConstitucionaL POR LA MITO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTmJCION DE LA NACIÓN Esp.w-oLA,

Ha decidido

Desestimar el amparo soDcitado por el Procurador don Gonzalo
Reyes Martin .Palacín, en nombre y representación de la Compania
.Carnes y Despieces, Sociedad An6nima».

Publiquese esta Sentencia en el .Boletin Oficial del Estado_.

Dada en Madrid. a trece de octubre de mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodrtguez·Pi1\ero y Brava.Ferrer.-Femando García·Mon
y Gonúlez·Regueral.-earlos de la Vep Benayu.-Vicente Oímeno
Sendra.~Rafaelde MendizábalAllende,-Pedro Cruz VUlalón.-Firmado
y rubricado.

Vicente Gimeno Sendra. don Rafael de MendizábaI Allende y don
Pedro Cruz..,Villal6n, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo num. 527/89. in1-!rwesto por la Junta
de Extr.madllt8 bajo la direc;:ción letrada de dóJ\t:~1uUa Durán Aznai.
contra los Autos de la Audiencia Territorial de' C*"tres. fechas 13
y 27 de febrero de 1989. dictados en aclarUióft- de-ta Sentencia
tj~m. 11/1989, de 25 de enero. Han sido parte el Ministerio Fiscal


